[bookmark: _GoBack]POR EL RECONOCIMIENTO DEL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN COMO UN DERECHO FUNDAMENTAL
Los firmantes de esta declaración, comprometidos con el derecho de acceso a la información y la transparencia, queremos llamar la atención del Gobierno, del resto de poderes públicos, de los partidos políticos y de la sociedad española sobre la necesidad de reconocer el derecho de acceso a la información en poder de las autoridades públicas como un derecho fundamental en nuestro país.
Lo hacemos precisamente hoy, 10 de diciembre, coincidiendo con el segundo aniversario de la entrada en vigor de la Ley de Transparencia, porque tenemos el firme convencimiento de que en una democracia es esencial que las personas tengan reconocido el derecho de acceder a la información para poder participar de una manera real y efectiva en los asuntos que les afectan.
Valoramos muy positivamente el avance que supuso para España la aprobación el 9 de diciembre de 2013 de la Ley 19/2013 de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. 
Sin embargo, consideramos que presenta una seria limitación al no reconocer el derecho de acceso a la información pública como un derecho fundamental. Se sitúa, de este modo, en contra de la tendencia general del Derecho internacional y europeo y contraviene el mandato del artículo 10.2 de la Constitución, que establece que las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España. En efecto, los artículos 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 10 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, se entienden inclusivos del derecho de acceso a la información pública. Igualmente se reconoce como derecho fundamental en los artículos 11 y 42 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea y ha sido reconocido como tal por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. En este sentido, España debería ratificar cuanto antes el Convenio del Consejo de Europa de 18 de junio de 2009, sobre el Acceso a los Documentos Públicos.
Los firmantes de esta declaración consideramos que el derecho de acceso a la información es parte integrante del derecho a comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión reconocido en el artículo 20.1.d) de la Constitución Española, en tanto condición necesaria para el debate democrático sobre los asuntos públicos amparado por la libertad de expresión del artículo 20.1.a) de la Carta Magna. 
Asimismo, recordamos, en un día como hoy, que este reconocimiento del derecho de acceso a la información como fundamental tiene repercusiones prácticas significativas. El derecho de acceso a la información tiene un efecto disuasorio y preventivo sobre la corrupción y es un presupuesto esencial para hacer efectivo el derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos reconocido en el artículo 23.1 de la Constitución, pues sólo con un completo conocimiento de la información relevante es posible enjuiciar propuestas, formular alternativas y exigir una rendición de cuentas. Todo ello, en armonía, además, con el derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal, del que no es contrapunto, sino complemento.
Por todo ello, hacemos un llamamiento al Gobierno, a las Cortes Generales y a las fuerzas políticas de este país para impulsar las reformas y medidas necesarias – entre las que destaca la vinculación de la Ley de transparencia 19/2013 al artículo 20.1 de la Constitución Española- para este reconocimiento del acceso a la información como un derecho fundamental.
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